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Panel integrado por su presidente, el Juez Vizcarrondo Irizarry, la 
Jueza Romero García y el Juez Torres Ramírez 

 
Vizcarrondo Irizarry, Juez Ponente 

 
 

SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 27 de septiembre de 2018. 

El señor Kelvin Rivera Ortiz nos presenta una petición de 

certiorari, en la que solicita la revisión de una determinación 

emitida por el Tribunal de Primera Instancia, Sala Superior de 

Bayamón (TPI).  En la referida determinación, el foro primario 

denegó una solicitud de habeas corpus presentada por el aquí 

peticionario, señor Rivera Ortiz. 

 Con el beneficio de la comparecencia de la parte recurrida, 

conforme al Derecho vigente y por los fundamentos que 

esbozamos a continuación, se EXPIDE el auto de certiorari y se 

REVOCA la determinación recurrida. 

Veamos. 

I 

Por hechos ocurridos el 20 de octubre de 2017, se 

presentaron unas denuncias contra el señor Rivera Ortiz.  Se le 

imputó infracción al Art. 93 del Código Penal, así como 

infracciones a los Arts. 5.04 y 5.15 de la Ley de Armas.  El 28 de 
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octubre de 2017, el TPI encontró causa probable y ordenó el 

arresto del señor Rivera Ortiz, además, le impuso una fianza de 

$1,000,000.00 en cada cargo.  El 9 de enero de 2018, el señor 

Rivera Ortiz fue arrestado y fue ingresado en prisión el 10 de 

enero de 2018, tras no prestar la fianza impuesta.  

El 24 de mayo de 2018, el Ministerio Público presentó las 

acusaciones correspondientes por los cargos imputados.  Tras 

varios trámites procesales, comenzó el juicio el 17 de julio de 

2018.  El 1 de agosto de 2018, el señor Rivera Ortiz presentó una 

Moción de Habeas Corpus.1  Expuso: que fue arrestado el 9 de 

enero de 2018, e ingresado a prisión el 10 de enero de 2018; que 

desde ese entonces estaba confinado en el Complejo Correccional 

de Bayamón Sección 705; y que, el 8 de julio de 2018, se cumplió 

el término de seis meses desde su encarcelamiento sin que se 

hubiese celebrado el juicio en su contra.  Sostuvo que su 

encarcelamiento era ilegal desde que se cumplió el término 

dispuesto por la Constitución sin que se hubiese celebrado juicio, 

y que tal situación solo se subsanaba con su inmediata 

excarcelación.  Solicitó que se declarara ha lugar la Moción y se 

ordenara de manera inmediata su excarcelación.  

El mismo día en que se presentó la solicitud de habeas 

corpus, el TPI denegó la solicitud mediante Resolución, ello porque 

el juicio en el presente caso había comenzado el 17 de julio de 

2018, antes de que el señor Rivera Ortiz solicitara el recurso.  

No conforme con tal determinación, el señor Rivera Ortiz 

comparece ante este Tribunal de Apelaciones mediante petición 

de certiorari.  Sostiene que cometió error el TPI al: 

[…] [R]esolver No Ha Lugar la Solicitud de Habeas 

Corpus presentada por el peticionario a pesar de que 
había transcurrido el término máximo de seis meses 

                                                 
1 Véase Anejo III del Apéndice de la Petición de Certiorari. 
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de prisión preventiva sin que hubiese comenzado el 
juicio en su contra. 

II 

El Habeas Corpus 

El auto de habeas corpus es un recurso extraordinario, de 

naturaleza civil, mediante el cual una persona, que está privada 

ilegalmente de su libertad, solicita de la autoridad judicial 

competente, que investigue las causas de su detención. Artículo 

469 del Código de Enjuiciamiento Criminal, 34 LPRA sec. 1741; 

Quiles v. Del Valle, 167 DPR 458 (2006); Ramos Rosa v. 

Maldonado Vázquez, 123 DPR 885, 889 (1989).  Como todo 

recurso extraordinario, “el uso del auto de hábeas corpus debe 

limitarse a casos verdaderamente excepcionales y a situaciones 

que en realidad lo ameriten”. Quiles v. Del Valle, supra; Ortiz v. 

Alcaide Penitenciaria Estatal, 131 DPR 849, 861 (1992)  

El habeas corpus está garantizado por la Constitución del 

Estado Libre Asociado, sección 13 del Art. II de la Constitución del 

E.L.A., LPRA, Tomo 1, Documentos Históricos, Art. II § 13; y es 

reglamentado por el Código de Enjuiciamiento Criminal, que 

dispone, en su Artículo 469: “[c]ualquier persona que sea 

encarcelada o ilegalmente privada de su libertad, puede solicitar 

un auto de hábeas corpus a fin de que se investigue la causa de 

dicha privación”. 34 LPRA sec. 1741.  

La Detención Preventiva 

Nuestro ordenamiento jurídico constitucional establece que 

“[t]odo acusado tendrá derecho a quedar en libertad bajo fianza 

antes de mediar fallo condenatorio. La detención preventiva antes 

del juicio no excederá de seis meses”. Art. II, Sec. 11, Const. 

E.L.A., LPRA, Tomo 1.  La detención preventiva se refiere al 

período antes del juicio, en el cual el acusado se encuentra 

sumariado, por razón de no haber podido prestar la fianza 
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impuesta, en espera de que se le celebre el correspondiente 

proceso criminal.  Pueblo v. Figueroa Garriga, 140 DPR 225, 232 

(1996).  La protección constitucional contra la detención 

preventiva en exceso de seis meses no está consagrada en la 

Constitución de los Estados Unidos de América.  

El término máximo de seis meses de detención preventiva, 

por disposición constitucional, transcurre contra el Ministerio 

Público, quien tiene la obligación de iniciar con diligencia la 

celebración del juicio.  Ruiz v. Alcaide, 155 DPR 492, 503 

(2001).  La cláusula de la detención preventiva tiene como 

propósito asegurar la comparecencia del acusado al proceso 

cuando éste no ha prestado fianza.  Pueblo v. Paonesa Arroyo, 

173 DPR 203 (2008).  La duración limitada del periodo de 

detención preventiva pretende evitar que se convierta en un 

castigo anticipado por un delito no juzgado.  Id.  Esta cláusula es 

un límite constitucional al poder de custodia del Estado, pues el 

imputado se presume inocente y no debe ser castigado en 

anticipación de un delito por el cual aún no ha sido 

juzgado.  Pueblo v. Pagán Medina, 178 DPR 228, 237 (2010). 

Véase además, la Opinión de Conformidad de la Jueza Presidenta 

Oronoz Rodríguez en Pueblo v. Aponte Ruperto, 2017 TSPR 2, 

Sentencia del 4 de enero de 2018, 199 DPR ___ (2017). 

 El Tribunal Supremo ha establecido que la protección de la 

referida cláusula constitucional exige que el juicio2 se inicie dentro 

de un término de seis meses desde la detención preventiva del 

imputado. Ponce Ayala, Ex Parte I, 179 DPR 18, 22-23 (2010).  Si 

el imputado está detenido preventivamente en exceso de esos seis 

                                                 
2 El juicio comienza con el juramento preliminar del jurado en casos por jurado 

o desde que el primer testigo presta juramento en casos por tribunal de 

derecho. Ponce Ayala, Ex Parte I, supra. 



 
 

 

KLCE201801227    

 

5 

meses y sin que se haya iniciado el juicio, deberá ser excarcelado. 

Id. 

La detención preventiva en exceso de seis meses antes del 

juicio es ilegal al amparo del Art. II, Sec. 11 de la Carta de 

Derechos de la Constitución de Puerto Rico, supra. Ruiz v. Alcaide, 

supra, a la pág. 503; Pueblo v. Ortiz Bonilla, 76 DPR 247, 249 

(1954).  Dicha ilegalidad -que puede plantearse en un 

procedimiento de Habeas Corpus- no evita el encauzamiento 

penal contra el imputado.  Id.; Pueblo v. Cruz Román, 84 DPR 

451, 456 (1962).  La única consecuencia del transcurso del 

mencionado término es que se pueda lograr la excarcelación del 

imputado mediante la presentación de un recurso de Habeas 

Corpus fundamentado en la ilegalidad de su detención 

preventiva.  Ruiz v. Alcaide, supra, a la pág. 504, citando 3 Diario 

de Sesiones de la Convención Constituyente 1595 (1952).  Es 

decir, el proceso criminal continuará y el juicio se celebrará con el 

acusado en libertad. Ruiz v. Alcaide, supra, a la pág. 503. 

III 

 El señor Rivera Ortiz sostiene que erró el TPI al denegar la 

solicitud de habeas corpus a pesar de que había transcurrido el 

término máximo de seis meses de prisión preventiva sin que 

hubiese comenzado el juicio en su contra. 

 De los hechos expuestos surge que el señor Rivera Ortiz 

estuvo detenido preventivamente en la cárcel, por más de seis 

meses, sin que se comenzara a celebrar el juicio en su contra, ello 

independientemente de que la solicitud de habeas corpus fuera 

presentada ante el TPI luego de comenzado el juicio3.  En vista de 

                                                 
3 El TPI denegó la solicitud de habeas corpus presentada por el aquí 

peticionario, porque el juicio en su contra ya había comenzado cuando este 

presentó su solicitud. 
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que la protección constitucional de detención preventiva sostiene 

que “[l]a detención preventiva antes del juicio no excederá de seis 

meses”; y que nuestro ordenamiento jurídico ha establecido que 

la detención en exceso de esos seis meses es ilegal, procedía 

expedir el auto de habeas corpus. Erró el TPI al denegar el auto 

presentado. 

IV 

 Por los fundamentos antes expuestos, se EXPIDE el auto de 

certiorari y se REVOCA la determinación recurrida.  Se devuelve 

el caso al foro primario para que haga las advertencias e imponga 

las condiciones que estime pertinentes (de conformidad con la 

Regla 218 de las de Procedimiento Criminal) y proceda con la 

excarcelación del señor Rivera Ortiz. 

 Notifíquese inmediatamente al representante legal de la 

parte peticionaria, al Fiscal de Distrito de Bayamón y al Secretario 

del Departamento de Corrección y Rehabilitación.  

 Se le ordena al Administrador de Corrección que entregue 

inmediatamente esta Sentencia al confinado, señor Rivera Ortiz, 

en cualquier institución en que este se encuentre. 

 El Juez Torres concurre con el resultado sin voto escrito. 

 Notifíquese.  

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria 

del Tribunal de Apelaciones. 

 

 
      Lcda. Lilia M. Oquendo Solís  

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
 


